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AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO 
INTERVIENE EN PROCESOS DE CAPTADORAS ILEGALES
Bogotá, 14 de marzo de 2013. – La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, encargada de defender al Estado de las cuantiosas demandas que cursan en su contra, está interviniendo en los procesos en contra del Estado colombiano por captadoras ilegales. 
Esta labor que está adelantando la Agencia es de la mayor relevancia si se tiene en cuenta que las pretensiones por este tema ascienden a $60 billones, lo que equivale al 41% de la deuda externa total del país, al 89,3% de las reservas internacionales de Colombia, al 43% de lo producido por todo el país (PIB) en el tercer trimestre del 2012 y supera en más de 5 veces el rubro destinado por el Gobierno para ayudar a las víctimas de la ola invernal.

Por la importancia señalada, algunas de las entidades demandadas ya establecieron una Mesa de Trabajo Interinstitucional, cuyo propósito fundamental es trazar una estrategia de defensa uniforme y coherente en los procesos judiciales que cursan en diversos despachos judiciales de todo el país en contra del Estado, por el concepto anteriormente mencionado. 
La Agencia interviene en 40 de los procesos que por virtud de conflictos de competencia, conoce en este momento la Sección Tercera del Consejo de Estado.

La intervención va dirigida a que se agrupen todas las pretensiones indemnizatorias en una sola actuación bajo el entendido que desde la perspectiva jurídica las diversas empresas captadoras representan tan solo un fenómeno y  que es a través de un solo proceso que se deben valorar y resolver los planteamientos de supuesta omisión del Estado en el ejercicio de funciones, frente a un grupo afectado  por un misma causa o hecho. De ser aceptada tal integración se lograrían en enormes beneficios para el Estado, tales como la posibilidad de ejercer una defensa unificada, con el correlativo ahorro de gastos y costos por la atención de los procesos judiciales que actualmente se tramitan en diversos despachos judiciales a lo largo y ancho de todo el territorio nacional.  Ello, sin contar con la posibilidad de generar mayor seguridad jurídica ante la minimización del riesgo de tener que enfrentar sentencias judiciales contradictorias o que sus efectos se vean extendidos simultáneamente a las mismas personas.  En Colombia se tramitan cerca de 800 procesos por esta causa que de prosperar le representarían al Estado una pérdida cercana a los 60 billones de pesos.
A la fecha el Consejo de Estado ya ha resuelto seis conflictos de competencia y se espera que se decidan más en los próximos días.

